EL PROCESO COMIENZA EN VÍA CIVIL, ESTO ES, LA VÍA PENAL, QUE NO HA PROSPERADO NINGUNA DE LAS VECES CONTRA PADRES DEL HOMESCOOLING, HEMOS DE PENSAR QUE NO SE VERÁ ALTERADA, EN PRINCIPIO. Habrá que ver la incidencia de esta resolución en sede penal en un futuro, pero no es posible hacer conjeturas al respecto. Ya indicaba (en un Congreso que hubo en Valencia sobre el tema) que un fleco peligroso en las vías jurídicas contra el homeschooling era la Ley del menor, y ésta  ha sido la herramienta escogida por fiscalía en esta ocasión. Abre un precedente que puede desembocar en algunas medidas cautelares inquietantes, aunque seguimos pensando que son poco probables puesto que están pensadas para situaciones de abandono que aquí no se dan.

1. El segundo elemento de reflexión es que el derecho de ser escolarizado es un derecho del menor, no de los padres, con la consiguiente obligación para EL ESTADO de procurar dicha escolarización, INCLUSO IMPERATIVAMENTE. Esta obligación consta en las diversas leyes educativas y en las leyes de protección del menor desde servicios sociales.

2. El eje del pensamiento de la ponente, la actual Presidenta del TC, ratificada por el resto de magistrados, es el positivismo jurídico (existe una moral pública determinada por las leyes y que todo ciudadano debe conocer y asumir –democracia militante-, que se contrapone a la moral privada, a practicar en las casas y en las ‘sacristías’) y el estatalismo educativo (los titulares de la educación de los menores NO son los padres sino la administración educativa y, fuera del horario escolar, los padres que hagan lo que crean conveniente). Es el mismo leit motiv que las sentencias del Tribunal Supremo en materia de EpC. 

3. Hilvana estas ideas el Ministerio Fiscal en el fundamento jurídico 1 de la sentencia por primera vez y, así, afirma que existe base constitucional para dos exigencias:

a) Que toda alternativa educacional obedezca en su finalidad al pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades constitucionales (forma elegante de explicitar aquí el positivismo jurídico);

b) Que esté asegurada la suficiencia en los contenidos.

4. Para los magistrados del TC, que siguen la exposición de Da. Maria Emilia Casas, antes que una razón jurídica existe un postulado ideológico, sobre la base de una pretendida interpretación acorde con la Declaración Universal de DDHH: según ésta, el derecho a la educación en su condición de derecho de libertad no alcanza a proteger, SIQUIERA SEA PRIMA FACIE, una pretendida facultad de los padres de elegir para sus hijos por razones pedagógicas un tipo de enseñanza que implique su no escolarización en centros homologados de carácter público o privado.

5. Otro eje del fallo es la afirmación de que la opción legislativa a la escolarización obligatoria es constitucionalmente viable según el art. 27 CE y que no genera una restricción desproporcionada del derecho controvertido, es decir, que la Constitución deja libre para configurar el modelo educativo, y es el legislador quien lo concreta. En este sentido interpreta el punto 5 del art. 27 CE, según el que “los poderes públicos deben garantizar el derecho de todos a la educación mediante la programación general de la enseñanza”; lo que, junto a lo previsto en el art. 27.8 CE, encuentra su justificación en la finalidad de la educación: “el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales (art. 27.2 CE)”. Por lo tanto, la Sra. Casas interpreta que garantizar es imponer un modelo único para todos y que el desarrollo de la personalidad humana con arreglo a los principios antedichos SÓLO se pueden garantizar si es el Estado quien lo hace a través de la escolarización obligatoria. Ya sabéis: los padres somos tendenciosos, y sólo el Estado puede escribir recto en la tabula rasa o buen salvaje que son nuestros hijos con arreglo a los principios que configura el Parlamento o el Gobierno por Decreto Ley.

6. El objetivo señalado en el punto anterior se configura y ha de ser perseguido por el legislador Y EL RESTO DE PODERES PÚBLICOS asegurando la obligatoriedad para todos de la escolarización, que se configura como un derecho de todos, particularmente de los menores, pero que es la única forma de garantizar que todos los ciudadanos son adiestrados en los mismos principios… (dice: “el mandato de su consecución es el principio constitucional al que sirve la imposición normativa del deber de escolarización en el marco de la enseñanza básica obligatoria”, -arts. 9.2 LOCE y art. 4.2 LOE)

7. La expresión máxima de este planteamiento en la pág. 17 cuando explica que “los padres continúan siendo libres para educar a sus hijos después del horario escolar y durante los fines de semana, de modo que el derecho de los padres a educar a sus hijos de conformidad con sus convicciones morales y religiosas no resulta completamente desconocido…”. O sea, que ya sabéis: de 9 a 17 h los hijos lo son de la Revolución cubana, y después vuestros, ¡y os quejáis encima!

8. La única vía de escape para el TC en esta ocasión (porque hubo una sentencia anterior de 1994 que llega a otras conclusiones; de hecho, asume como bueno el voto disidente en esta ocasión) es ¡la creación de centros docentes!, lo que no deja de resultar paradójico para quien asume la educación en casa.

9. Pero ya el colmo del paroxismo es el párrafo en el que afirma: “… Con todo, ésa no es una opción que venga en todo caso requerida por la propia Constitución que, efectivamente, no consagra directamente el deber de escolarización…”. Dicho de otro modo: SÓLO CABE EL HOMESCHOOLING si el Estado lo autoriza expresamente. Recordad la premisa: el Estado debe garantizar que TODOS accedan al pleno desarrollo de la personalidad, tal y como cada Administración lo concibe. Goebbels no lo hubiera expresado mejor.  

 
En definitiva, esta sentencia consagra el totalitarismo del Estado que, como en 1984 de Orwell, ocupa todo el espacio sacrificando la libertad de las personas, de los ciudadanos, precisamente afirmando que lo hace en defensa de esto mismo y del desarrollo de la personalidad, y otros bienes jurídicos relatados en la Constitución (haciendo a su vez una interpretación sesgada de la misma, así como de los textos internacionales en los que se apoya). De esta forma, se olvida o, mejor, rechaza implícitamente el principio de la subsidiariedad del Estado en detrimento de la verdadera libertad de enseñanza, que es consecuencia de la libertad de pensamiento. Consagra una subversión de prioridades en la sociedad: primero es el Estado, luego el ciudadano considerado como individuo, y luego, en muy tercer lugar, la familia, entidad residual que no puede pensar ni transmitir otros valores que los definidos por el papá Estado (Ejecutivo y Parlamento) y, en todo caso, fuera del horario lectivo. 

 
Quedo a tu disposición. Gracias por tu labor. Te deseo, y a todo el equipo de hispanida.com, unas santas y felices Navidades. Un cordial saludo,

 
Jorge Sánchez-Tarazaga y Marcelino
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